El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría. 
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Providencia:             Sentencia de 20 de enero de 2016
Radicación Nro. :
      66001-31-05-003-2014-00203-01
Proceso:                    Ordinario Laboral  

Demandante:            Jhon Mario Aguirre Olivares
Demandado:             Genser Power Colombia                                                    

Juzgado de origen:   Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Magistrado Ponente: Julio César Salazar Muñoz

Tema: 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA/ Improcedencia de la restitución del trabajador, cuando para la fecha de su despido no se encontraba en estado de debilidad manifiesta, por razón de su salud.
“De conformidad con las pruebas testimoniales y documentales allegadas al proceso, se tiene que si bien el señor Jhon Mario Aguirre Olivares padeció dos situaciones que afectaron su salud, como lo fueron el accidente laboral que fracturó la falangeta del cuarto dedo de la mano izquierda y las lesiones sufridas en la VIII costilla derecha (…) la verdad es que esas lesiones fueron controladas exitosamente, sin que se prolongaran hasta el momento en que la sociedad demandada dio por finalizado el contrato de trabajo el 6 de mayo de 2011 (…)”

“Así las cosas, no es posible acceder a las pretensiones de la demanda, por cuanto la terminación del contrato de trabajo del accionante no se presentó con ocasión de un acto discriminatorio en razón de una disminución en la salud (...) 

A más de lo anterior, resulta pertinente manifestar que para el 6 de mayo de 2010, tampoco había calificación de pérdida de la capacidad laboral que determinara que el actor se encontraba en condición de discapacidad, pues ese dictamen se realizó el 28 de febrero de 2014 (…) determinando que el 19.26% de pérdida de capacidad laboral del accionante se había estructurado el 19 de noviembre de 2013, fecha para la cual (…) ya no estaba prestando sus servicios a favor de Genser Power Colombia.”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-041 de 2014.  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, veinte de enero de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 19 de noviembre de 2014, dentro del proceso que promueve el señor JHON MARIO AGUIRRE OLIVARES en contra de la empresa GENSER POWER COLOMBIA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00203-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jhon Mario Aguirre Olivares que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Genser Power Colombia existió un contrato de trabajo desde el 13 de noviembre de 2008 y el 6 de mayo de 2011, el cual fue terminado cuando se encontraba en tratamiento médico y sin mediar autorización del Ministerio de Protección Social.
Con base en ello aspira que se le ordene a la sociedad accionada que lo reintegre en las mismas condiciones laborales en las que se encontraba y que posteriormente la condene a reconocer y pagar la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997, los salarios dejados de percibir desde el momento en que fue finalizado el contrato hasta cuando se reintegre efectivamente, el reajuste de las cotizaciones a la Seguridad Social Integral, los perjuicios morales causados, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Fundamenta sus pretensiones en que se vinculó laboralmente a la sociedad demandada el 13 de noviembre de 2008 a través de un contrato de trabajo a término indefinido, para prestar sus servicios como operador líder; sostiene que en el año 2010 le fue descubierta una patología maligna en las costillas, por lo que fue sometido a una intervención quirúrgica en la que hubo una resección de tres costillas del costado derecho; desde el momento en que fue enterada de la dolencia, Genser Power Colombia lo reubicó laboralmente a partir del 10 de febrero de 2010; manifiesta que estando en tratamiento y sin que mediara autorización del Ministerio de la Protección Social, la sociedad demandada decidió dar por terminado el contrato de trabajo el 6 de mayo de 2011; indica que en la carta de terminación de la relación laboral no se le manifestó con claridad cuál era la razón que los llevaba a tomar esa decisión; expresa que fue remitido a Sanitas para que se le practicara examen médico de retiro, misma que no fue atendida al considerar esa entidad que el único fundamento para ello era la enfermedad por la que estaba siendo tratado; asegura que el salario devengado en el año 2009 ascendía a la suma de $1.500.000 más $640.729 de horas extras, salario que para el momento de su despido arribaba a la suma de $1.575.600; asevera que el 5 de marzo de 2014 la compañía de seguros de vida Alfa S.A. lo calificó con una pérdida de la capacidad laboral del 19.26%, decisión que fue objeto de apelación.
Al contestar la demanda –fls.78 a 85- la sociedad accionada aceptó los hechos relacionados con la vinculación laboral que sostuvo con el demandante entre los extremos señalados, así como lo concerniente con la enfermedad descubierta en el año 2010, que despidió al trabajador unilateralmente y sin justa causa, haciendo claridad que se le canceló la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T. y lo indicado sobre los salarios devengados por el actor. Respecto a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido” y “Prescripción”.
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., luego de transcurridas las diferentes etapas procesales, las partes determinaron que el litigio se circunscribía en determinar si el señor Jhon Mario Aguirre Olivares se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada para el momento en que se produjo la terminación unilateral del contrato de trabajo por parte de Genser Power Colombia.
En sentencia de 19 de noviembre de 2014, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que para el momento en que se presentó el despido del señor Jhon Mario Aguirre Olivares por parte de Genser Power Colombia, esto es, el 6 de mayo de 2011, el trabajador no se encontraba en estado de debilidad manifiesta, pues en primer lugar la calificación de la pérdida de la capacidad laboral del 19.26% se estableció en el año 2014 y en segunda medida porque para ese momento en que se presentó la finalización del contrato de trabajo no se encontraba incapacitado, pues si bien quedó demostrado en el proceso que él sufrió una afectación de su salud por haber padecido de tumores en las costillas, lo cierto es que las cirugías que se le practicaron en el año 2010 fueron exitosas, al punto que para el 6 de mayo de 2011 no habían signos ni síntomas de esa enfermedad.
Por los motivos expuestos, la a quo declaró probada la excepción de fondo denominada como “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido” propuesta por la sociedad demandada, razón por la que negó las pretensiones de la demanda.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Cuál fue la modalidad de los contratos de trabajo suscritos entre los demandantes como trabajadores del señor Alejando Echavarría Abad y la señora Olga Lucía Abad de Echavarría?

¿Cuáles fueron los extremos iniciales de las relaciones laborales suscritas entre cada uno de los accionantes con los demandados?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LOS TRABAJADORES EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA DEBIDO A UNA DISMINUCION EN LA SALUD.

Ha establecido la Corte Constitucional por medio de las sentencias T-777 de 20 de 2011, T-986 de 2012, y más recientemente en sentencia T-447 de 2013 ésta última con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que aquellos trabajadores que se encuentran en situación de discapacidad se encuentran cobijados por la estabilidad laboral reforzada por lo dispuesto en la Ley 361 de 1997 e igualmente que los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta por una disminución en su salud, se encuentran laboralmente protegidos por la evolución que ha tenido la jurisprudencia de esa Alta Magistratura.

Respecto a los trabajadores que se encuentran en estado de discapacidad, la estabilidad laboral reforzada proviene del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y de conformidad con la línea jurisprudencial trazada por la honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, integrada, entre otras, por sentencias del 15 de julio de 2008, radicación 32532, 25 de marzo de 2009, radicación 35606, 16 y 24 de marzo de 2010, radicaciones 36115 y 37235 y 3 de noviembre de 2010, esta última con ponencia del Magistrado, Dr. Camilo Tarquino Gallego y radicado 38992, se impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Protección Social para despedir o dar por terminado el contrato de trabajo de un trabajador discapacitado, operando ello solo cuando este tiene una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%; casos en los cuales procede el reintegro del trabajador y/o la indemnización de ciento ochenta días de salario.

Frente a los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta en razón a una disminución en su salud, ha indicado la Corte Constitucional que esa garantía cobija a aquellos que padezcan algún tipo de problema en su estado de salud que les impida el desempeño normal de sus funciones; situación ésta que conlleva a que su desvinculación se califique como un acto discriminatorio; procediendo única y exclusivamente el reintegro laboral, pues lo que se trata con ello es precisamente salvaguardar derechos fundamentales y no derechos de índole económico.

Ahora bien, en lo que tiene que ver con la conexidad entre la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, expresó el máximo órgano constitucional: “(…) (i) en principio no existe un derecho fundamental a la estabilidad laboral; sin embargo, (ii) frente a ciertas personas se presenta una estabilidad laboral reforzada en virtud de su especial condición física o laboral. No obstante, (iii) si se ha presentado una desvinculación laboral de una persona que reúna las calidades de especial protección la tutela no prosperará por la simple presencia de esta característica, sino que (iv) será necesario probar la conexidad entre la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, constitutiva de un acto discriminatorio y un abuso del derecho. Por último, (v) la tutela sí puede ser mecanismo para el reintegro laboral de las personas que por su estado de salud ameriten la protección laboral reforzada, no olvidando que de presentarse una justa causa podrán desvincularse, con el respeto del debido proceso correspondiente”.

Y continuó manifestando respecto al despido de una persona que se encuentre en una circunstancia discapacidad o de debilidad manifiesta “…cuando el juez constitucional evidencia que el despido o la terminación del contrato laboral se efectuó sin la autorización del Ministerio de la Protección Social debe presumir que la desvinculación tuvo como causa la condición de discapacidad o debilidad manifiesta del trabajador y se entenderá que el despido es ineficaz. Dicha presunción tiene su razón de ser en el hecho de que generalmente el nexo causal entre el despido y la condición de discapacidad es muy difícil de probar. Por tanto, esa carga no le corresponde asumirla a quien tiene la calidad de sujeto de especial protección constitucional porque ello sería negarle su derecho a la estabilidad laboral reforzada, máxime cuando en las comunicaciones de despido o de terminación de los contratos laborales no se vislumbran explícitamente aspectos discriminatorios y desde el punto de vista formal se encuentran conformes con las disposiciones legales. Por tanto, corresponde al empleador demostrar que la causa del despido no se debe a un acto discriminatorio por razón de la discapacidad del actor.”

Situación que reiteró en la sentencia T-041 de 31 de enero de 2014 en los siguientes términos: “Finalmente, en materia probatoria la Corte ha establecido que los casos de los trabajadores que se encuentren en situación de vulnerabilidad por padecer algún tipo de limitación física que les impida ejercer sus actividades, “recae sobre el empleador una “presunción de despido sin justa causa”.  Esto implica que se invierte la carga de la prueba y por tanto, el empleador debe demostrar que existen causales objetivas y razonables para que el vínculo laboral se haya quebrantado. En consecuencia, el empleador debe demostrar que el motivo del despido no fue la limitación física del empleado”. Ello quiere decir que la carga de la prueba recae sobre el empleador y no sobre el empleado. El empleador deberá demostrar que existen causas objetivas para poder efectuar la terminación del contrato. Estas causas deberán demostrar que la razón para terminar es diferente a las limitaciones físicas o psíquicas que pueda padecer el afectado.”.

EL CASO CONCRETO
No se encuentra en discusión que entre el señor Jhon Mario Aguirre Olivares y la sociedad Genser Power Colombia existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 13 de noviembre de 2008 y el 6 de mayo de 2011, el cual fue finalizado por parte del empleador unilateralmente y sin justa causa, cancelándole la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T., pues así lo aceptó la entidad demandada en la contestación de la demanda –fls.78 a 85-.
De lo que se queja el demandante, es que para el momento en que finalizó el vínculo laboral se encontraba en estado de debilidad manifiesta por una disminución en su salud. Para dar luces al respecto fueron llamados a rendir testimonio por solicitud de la parte actora la señora Sandra Milena Echeverry Rivera y los señores Luis Arles Ramírez Olivares y Cristian Román Hernández López; y por la parte accionada fueron pedidas las declaraciones de la señora Sonia Alejandra León Ospina y el señor Diego Enrique Muñoz Badhos.
La señora Sandra Milena Echeverry Rivera, informó haber sido durante tres años aproximadamente compañera permanente del accionante, expresó que cuando el señor Jhon Mario Aguirre Olivares trabajaba en la empresa Genser Power Colombia le fue detectado cáncer en las costillas, motivo por el que fue intervenido quirúrgicamente en dos oportunidades, siendo incapacitado por espacio de un mes entre mayo y junio de 2010; manifestó que después de finalizar dicha incapacidad su recuperación fue optima y que aunque persistió una pequeña molestia, no se presentaron más incapacidades ni problemas en su salud y que en todo caso continuó desempeñando sus funciones en la empresa demandada; finalmente dice que cree que el despido se presentó probablemente porque no desempeñaba adecuadamente sus funciones.

El señor Luis Arles Ramírez Olivares, hermano del demandante, sostuvo que después de llevar algún tiempo trabajando para la sociedad demandada, a su hermano Jhon Mario le diagnosticaron cáncer en las costillas, motivo por el que tuvieron que realizarle dos cirugías que hicieron que lo incapacitaran, pero que a ciencia cierta no sabe durante cuánto tiempo se prolongaron esas incapacidades, aunque posteriormente señala que fue aproximadamente por espacio de un mes; asegura que entre la cirugía y el día en el que lo despidieron pasó como un año y que en todo caso para ese último momento no se encontraba incapacitado; indica que no sabe nada más sobre la situación acontecida entre su hermano y la empresa demandada.

El señor Cristian Román Hernández López sostiene que prestó sus servicios a favor de Genser Power Colombia entre enero y febrero del año 2011; manifiesta que cuando empezó sus actividades en la empresa el señor Aguirre Olivares le contó todo lo acontecido sobre el cáncer que le habían detectado en el año 2010 y las cirugías a las que había sido sometido por esa enfermedad, pues en ese época él no estaba vinculado con la empresa; expresa que para el momento en el que el accionante fue despedido en mayo de 2011, él ya no estaba trabajando con la sociedad demandada, pero que cree que en esa época el demandante no se encontraba incapacitado; asegura que durante los meses que estuvo prestando sus servicios en Genser Power Colombia, notó que el actor realizaba con normalidad sus funciones, aunque en alguna oportunidad pudo ver que él utilizaba una faja, aparentemente por algunas molestias físicas, pero que no tiene conocimiento de que le haya informado eso a su empleador; finalmente dice no saber cuáles fueron los motivos que llevaron a la empresa demandada a dar por terminado el contrato de trabajo del accionante.  

La señora Sonia Alejandra León Ospina, quien trabaja en Genser Power Colombia desde noviembre de 2008, expresó que el despido del accionante se produjo como consecuencia de una reestructuración empresarial en consideración a las pérdidas sufridas por la sociedad accionada en el año 2010, que lo fueron del orden de $200.000.000 aproximadamente; sostiene que el señor Jhon Mario Aguirre Olivares sufrió un accidente laboral que le afectó un dedo de una de sus manos, por lo que tuvo que ser incapacitado, situación ésta que se presentó en febrero del año 2010; posteriormente a él se le descubrió un cáncer en las costillas, motivo por el que tuvo que ser intervenido quirúrgicamente, razón por la que nuevamente fue incapacitado; sostiene que la última incapacidad recibida por la empresa data del 31 de mayo de 2011, sin que posteriormente se hayan proferido incapacidades a favor del demandante; afirma que después de salir de sus problemas de salud, el actor se reintegró a sus actividades con normalidad; expone que para el momento en que fue retirado del cargo, el señor Aguirre Olivares no se encontraba ni discapacitado, ni mucho menos incapacitado, motivo por el que la finalización del contrato de trabajo se dio con ocasión de la supresión de su cargo, sin que posteriormente el mismo haya sido ocupado por alguien más, dado que sus funciones como operador líder fueron asumidas por otros empleados.
El señor Diego Enrique Muñoz Badhos, trabajador de la sociedad accionada desde hace 6 años aproximadamente, sostuvo Jhon Mario Aguirre Olivares sufrió un accidente de trabajo en febrero de 2010 en una falange de una de sus manos, motivo que llevó a que lo incapacitaran por un mes aproximadamente; indica que posteriormente cuando se había reintegrado a los pocos meses le detectaron un tumor maligno en las costillas que llevó a que le practicaran dos cirugías y en consecuencia a que lo incapacitaran por un lapso de un mes; expresa que la recuperación fue muy buena, pues se reintegró con normalidad a desempeñar sus funciones; informa que esa recuperación finalizó a finales del mes de mayo de 2010, sin que posteriormente, como jefe inmediato de él, haya sido notificado de que se debía seguir indicación especial alguna e igualmente indica que después de su recuperación, el señor Aguirre Olivares continuó desempeñándose con normalidad, sin que presentara ninguna limitación; finalmente expresa que para el momento en que se presentó su despido por ajustes de la planta de personal, el demandante no se encontraba incapacitado.
Además de los testimonios arrimados al proceso, a folios 13 a 51 del expediente fueron allegados documentos relacionados con la historia clínica del accionante, de los cuales se observa lo siguiente:
1. El 5 de octubre de 1999, cuando el señor Jhon Mario Aguirre Olivares se encontraba vinculado a la empresa Colkin Colpapel S.A., presentó un fuerte dolor en el lado derecho de las costillas, al tratar de manipular una manguera en el área de calderas de la empresa.

2. El 7 de marzo de 2008, al ser valorado por Radiólogos Asociados S.A., se le detecta al actor “defectos óseos con interrupción de la cortical en el arco lateral de la VIII costilla derecha”, motivo por el que recomiendan realizar estudios complementarios.

3. En examen efectuado el 4 de enero de 2010 se efectúa gamagrafía ósea de 3 fases, en la que se evidencia “Lesión hipercaptante metabólicamente activa que afecta el VIII arco costal derecho de apariencia tumoral”.

4. El 2 de febrero de 2010 se recomienda resección de la lesión costal diagnosticada, motivo por el que el 15 de marzo de 2010 se hace la intervención quirúrgica en la cual se halló lesión de octava costilla en el 70% de su longitud, efectuándose en consecuencia la resección de ese porcentaje y su posterior extracción.

5. Como consecuencia de la cirugía se le concede al demandante incapacidad desde el 15 de marzo de 2010 y el 29 de marzo de esa misma anualidad.
6. Después de estudiar el porcentaje de la costilla extraída, se encuentra condrosarcoma grado 2 en los bordes de la parte en se produjo la resección, por lo que se hace nueva cirugía el 26 de abril de 2010.

7. El 22 de junio de 2010 se remite a radioterapia, haciendo hincapié en que aún no ha salido la patología de la nueva parte extraida.

8. El 28 de junio de 2010 asiste a control en el que se consigna que no hay claridad si existe tumor residual.

9. El 3 de agosto de 2010 en un nuevo control se le informa al demandante que su evolución es satisfactoria y adecuada, por lo que recomienda un nuevo control después de finalizada la radioterapia.

10.  El 8 de octubre de 2010 se le indica al señor Jhon Mario Aguirre Olivares que el tratamiento ha sido exitoso y que el mismo se da por terminado.
11.  Igualmente se observa que el 15 de febrero de 2010 se reporta un accidente de trabajo que trae como consecuencia fractura completa de la falangeta del cuarto dedo de la mano izquierda, motivo por el que se le hace reducción y le remiten incapacidad por 30 días, sin que posteriormente se evidencia incapacidad alguna por dicho accidente.

De conformidad con las pruebas testimoniales y documentales allegadas al proceso, se tiene que si bien el señor Jhon Mario Aguirre Olivares padeció dos situaciones que afectaron su salud, como lo fueron el accidente laboral que fracturó la falangeta del cuarto dedo de la mano izquierda y las lesiones sufridas en la VIII costilla derecha, las cuales le generaron dos incapacidades entre el 15 de febrero y el 14 de marzo de 2010 y entre el 15 de marzo de 2010 y el 29 de marzo de esa misma anualidad; la verdad es que esas lesiones fueron controladas exitosamente, sin que se prolongaran hasta el momento en que la sociedad demandada dio por finalizado el contrato de trabajo el 6 de mayo de 2011, pues nótese que la más delicada de ellas, esto es, la relacionada con el tumor costal, se dio por terminada el 8 de octubre de 2010.

En este punto vale la pena mencionar que a folios 24 y 25 del expediente se encuentra un manuscrito con fecha 9 de noviembre de 2010 aparentemente elaborado por el Dr. Mauricio González Urrea, médico tratante del tumor costal, en donde se advierte que el paciente no puede realizar grandes esfuerzos físicos; no obstante, a ese documento no se le puede dar el valor probatorio pretendido por la parte actora, pues en primer lugar todos las valoraciones realizadas por el mencionado galeno siempre lo fueron dentro de los formatos oficiales de la entidad en la que prestaba sus servicios, en segundo lugar porque la firma que aparece en el documento manuscrito es totalmente diferente a la que se observa en los otros informes médicos, en tercer lugar porque no hay signo alguno que evidencia que ese documento fue conocido por la entidad demandada y finalmente porque, como se dijo anteriormente, obra prueba idónea en el proceso que demuestra que el tratamiento fue finalizado exitosamente el 8 de octubre de 2010.

Así las cosas, no es posible acceder a las pretensiones de la demanda, por cuanto la terminación del contrato de trabajo del accionante no se presentó con ocasión de un acto discriminatorio en razón de una disminución en la salud del actor. 

A más de lo anterior, resulta pertinente manifestar que para el 6 de mayo de 2010, tampoco había calificación de pérdida de la capacidad laboral que determinara que el actor se encontraba en condición de discapacidad, pues ese dictamen se realizó el 28 de febrero de 2014 –fls.58 a 59- determinando que el 19.26% de pérdida de capacidad laboral del accionante se había estructurado el 19 de noviembre de 2013, fecha para la cual el señor Aguirre Olivares ya no estaba prestando sus servicios a favor de Genser Power Colombia.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 19 de noviembre de 2014.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                                         
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
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